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José Luis Manzanares, CEO de Ayesa.

Ayesa prevé facturar 
más de 700 millones  
gracias a Ibermática
C.Morán. Madrid 
Ayesa, el grupo proveedor de 
servicios de ingeniería y de 
tecnología, ha dado en 2022 
un salto cualitativo en su 
cuenta de resultados tras las 
adquisiciones, principalmen-
te de Ibermática. 

La integración de la firma 
tecnológica, más las de Byrne-
Looby y M2C, ha permitido 
que el grupo duplique ingre-
sos, hasta alcanzar los 649 mi-
llones de euros en 2022. El 
crecimiento orgánico ha sido 
superior al 8% y se repetirá 
este año, ya que el grupo diri-
gido por José Luis Manzana-
res confía en superar los 700 
millones de euros de cifra de 
negocio, una suma que hace 
que Ayesa pueda apuntar con 
más solidez a Bolsa en cuanto 
las condiciones del mercado 
sean las adecuadas. 

“Hemos vivido un año 
transformacional a través de 
operaciones de M&A que nos 
han colocado en una situa-
ción privilegiada dentro del 
mundo IT y de la ingeniería 
para seguir aportando nues-
tro conocimiento a los clien-
tes”, señala el CEO del grupo 
participado mayoritariamen-
te por el fondo A&M Capital 
Europe. 

Según Manzanares, “en 
2023 seguiremos apostando 
por mejorar nuestro posicio-
namiento en el mercado, tan-
to a nivel nacional como in-
ternacional. En este último 

caso, buscando nuevas opor-
tunidades en los mercados 
donde ya estamos presentes y 
poniendo un especial foco en 
EEUU. 

El resultado bruto de ex-
plotación (ebitda) se elevó 
hasta los 50,2 millones de eu-
ros el año pasado, frente a los 
24 millones de 2021. La carte-
ra del grupo supera los 1.000 
millones de euros. 

El negocio internacional 
continúa siendo un baluarte 
del grupo, pese a que reduce 
su peso sobre el total por la in-
tegración de Ibermática, que 
concentra su facturación en el 
mercado doméstico. El por-
centaje de facturación exte-
rior se sitúa en el 31%, si bien 
en servicios como ingeniería 
la proporción sigue siendo 
muy elevada, en torno al 80%. 
En 2022, el 69% del negocio 
de Ayesa se generó en Espa-
ña. En el exterior, el principal 
mercado es el resto de Europa 
y Latinoamérica. 

La compañía, que da em-
pleo a más de 11.500 personas,  
creció en 2022, sobre todo, en 
digitalización de la adminis-
tración pública y servicios 
energéticos

El grupo fundado  
por la familia 
Manzanares supera 
los 1.100 millones  
de cartera

 El cierre de 2022 
permite, con cuatro años 
de antelación, cumplir  
el objetivo de duplicar el 
negocio. 

 El grupo de servicios 
tecnológicos y de ingeniería  
siempre ha tenido en 
mente la oportunidad de 
dar el salto a la Bolsa.

Más preparada para la Bolsa

FCC se presenta a 
los 3.500 millones del 
nuevo Perte del agua
JUNTA DE ACCIONISTAS/ La compañía solicitará más fondos  
del plan Next Generation tras la última adenda aprobada.

C.Morán. Madrid 
FCC, la empresa controlada 
por Carlos Slim con el 82% el 
capital, celebró ayer su junta 
anual de accionistas sin la 
presencia del magnate azteca 
que lleva las riendas del gru-
po con un férreo control des-
de sus cuarteles generales en 
México. En la junta, presidi-
da por Esther Alcocer (hija 
mayor de Esther Koplowirz), 
se aprobaron todas las pro-
puestas del orden del día, in-
cluido  el pago de un dividen-
do flexible de 0,5 euros por 
acción  y la reelección de con-
sejeros, entre ellos el propio 
Slim. 

“Estoy segura que no nos 
faltará la determinación para 
afrontar los retos que se nos 
presenten”, dijo Alcocer antes 
de dar la palabra al CEO, Pa-
blo Colio, que hizo un repaso 
de actividades en 2022. 

Los directivos del grupo no 
dieron muchos detalles sobre  
perspectivas y planes de futu-
ro de la compañía, aunque sí 
aportaron dos pinceladas so-
bre asuntos de actualidad, en-
tre ellos, los fondos Next Ge-
neration. Según Colio, la últi-
ma adenda aprobada por el 
Gobierno para llegar hasta los 
160.000 millones de euros  en 
ayudas directas y préstamos 
en el horizonte 2026, es una 
buena noticia. FCC destinará 
una parte de esos fondos a po-
tenciar el Perte del agua, con 
hasta 3.500 millones de euros, 
y “Aqualia estará ahi”, dijo 

Colio, al igual que la división 
de medio ambiente en la que 
recientemente ha entrado el 
fondo CPPIB con la compra 
de un 25% por casi 1.000 mi-
llones de euros. “Destinare-
mos los fondos a las necesida-
des corporativas de la compa-
ñía”. 

Colio también se refirió a 
proyectos en el sector ferro-
viario. “Somos la empresa que 
más kilómetros de AVE ha 

construido y muchas líneas 
de metro”. FCC, junto a Fe-
rrovial , fue la compañía me-
jor puntuada en el contrato de 
obras de la estación del AVE 
de Montcada (Barcelona) 
después de que el consorcio 
de Acciona, Sacyr, OHLA y 
Rubau presentase una oferta  
más ventajosa, pero en teme-
ridad. “El ferrocarril va a ser 
una de nuestras especialida-
des que más desarrollo va a 
tener en los próximos años”, 
dijo Pablo Colio. 

FCC cerró ayer en Bolsa a 
9,1 euros por acción, con una 
caída del 0,6%. En 2022 el 
grupo Slim retrocedió un 8% 
y en lo que va de 2023 ha recu-
perado un 3,6%. 

Barcelona 
recupera el 
liderazgo en 
la inversión 
en ‘start up’
Mamen Ponce de León. Madrid 
Cataluña, con Barcelona de 
ariete, vuelve a ser el principal 
polo de inversión en España 
para los fondos que apuestan 
por las start up. Las rondas de 
financiación de Paack, Facto-
rial y Typeform han contri-
buido a que la comunidad au-
tónoma recupere este puesto, 
después de que Madrid se lo 
arrebatara en 2020. 

Dos zonas acaparan la in-
yección del venture capital en 
el mercado español: Cataluña 
y Madrid. Y aunque durante 
muchos años la primera ha 
estado a la cabeza del sector, 
en los últimos dos, en los que 
se ha producido un boom de 
inversión en start up locales, 
ha sido Madrid la que ha saca-
do mayor partido del interés 
de los fondos y ha ganado la 
pelea por el liderazgo. 

Ahora, no obstante, el or-
den se gira de nuevo. Los pro-
yectos instalados en Cataluña 
absorbieron 980,6 millones 
en 2022, según el informe de 
actividad distribuido por la 
patronal de la inversión alter-
nativa SpainCap (antes As-
cri). Esta cifra significa un 
46,2% del total captado por 
las start up españolas y consi-
gue exceder el importe que 
recibieron las radicadas en 
Madrid: 919,9 millones, el 
43,3% del global. 

Divergencia 
Los datos hablan de trayecto-
rias distintas. Así, la inyección 
de los fondos en Cataluña ha 
subido un 65,5% respecto a 
2021 (cuando se situó en 
592,4 millones), mientras que 
la financiación captada por 
Madrid ha caído un 26% (des-
de 1.244,8 millones de un año 
antes). 

Las rondas lanzadas por 
tres start up catalanas han re-
sultado clave para que la co-
munidad vuelva a la cabeza 
del sector. Se trata de las ce-
rradas por el grupo de paque-
tería Paack (valorada en 200 
millones), la plataforma de re-
cursos humanos Factorial  
(123 millones), y la firma de 
software Typeform (122 mi-
llones). Las otras tres mega-
rrondas (esto es, de más de 
100 millones de dólares, unos 
93 millones de euros) las pro-
tagonizaron start up madrile-
ñas: la experta en publicidad 
contextual Seedtag (250 mi-
llones), la plataforma de ofer-
tas de ocio Fever (200 millo-
nes) y la firma de analítica y 
ciberseguridad Devo (alrede-
dor de 94 millones).

Pablo Colio (CEO) y Esther Alcocer (presidenta) en la junta de ayer.

La compañía acaba 
de captar casi 1.000 
millones tras veder a 
CPPIB el 25% del 
área medioambiental

Applus+ vende el negocio de gas 
y petróleo en EEUU a Ten Oaks
J. Orihuel. Barcelona 

El grupo español de ensayos, 
certificación e inspección 
Applus+ sigue reconfiguran-
do su portfolio con adquisi-
ciones y desinversiones. 

Tras cerrar la compra de la 
empresa francesa Rescoll y la 
china CFI para engordar su 
división de laboratorios, el 
grupo comunicó ayer la finali-
zación del proceso de venta 
de su negocio de ensayos no 
destructivos e inspección de 
activos para empresas de gas 

y petróleo en Estados Unidos, 
adscrito a la división de ener-
gía a industria. La operación 
se anunció a finales de marzo 
y el comprador es el grupo in-
versor local Ten Oaks Group, 
de capital familiar. La empre-
sa cotizada no detalló el pre-
cio de la transacción. 

El negocio ahora traspasa-
do generó el pasado año una 
facturación de 101,8 millones 
de euros y arrojó pérdidas 
operativas. Según la compa-
ñía, con esta desinversión el 

margen del grupo aumentará 
este año en 60 puntos básicos 
en comparación con el regis-
trado en 2022, sin contabili-
zar la depreciación acelerada 
de Idiada, la división de servi-
cios de ingeniería y pruebas 
para la industria de la auto-
moción, donde su contrato 
con el Gobierno catalán expi-
ra en septiembre de 2024. 

El pasado enero, Applus+ 
vendió también en EEUU su 
filial de inspección técnica de 
vehículos (ITV).
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Inmobiliario

Edificio Turó, una de las promociones de AQ Acentor en la ciudad barcelonesa de Viladecans.

AQ Acentor 
doblará su negocio 
en cuatro años
Prevé alcanzar velocidad de crucero a partir de 2027  
con la entrega de unas 2.000 o 2.500 viviendas al año.

Rebeca Arroyo. Madrid 
Aquila Capital busca acelerar 
su negocio promotor en Es-
paña. A través de su inmobi-
liaria española AQ Acentor, el 
fondo alemán lleva invertido 
en lo que va de año unos 65 
millones de euros en la com-
pra de suelo y sigue analizan-
do nuevas operaciones para 
crecer en el país. El objetivo 
de la empresa es acelerar el 
ritmo de negocio y más que 
duplicar el número de entre-
gas a partir de 2027 cuando 
alcanzará velocidad de cruce-
ro con entre 2.000 y 2.500 vi-
viendas entregadas. “Hasta la 
fecha llevamos en torno a una 
decena de operaciones de 
compra de suelo presentadas, 
aprobadas y ejecutadas. Con-
tamos con la confianza de 
nuestro accionista para aco-
meter inversiones en suelos 
finalistas”, explica a EXPAN-
SIÓN Sergio Gálvez, conseje-
ro delegado de AQ Acentor. 

Inversiones 
El directivo se incorporó a la 
compañía a finales de 2022 
procedente de Aedas Homes, 
donde había ejercido como 
director general de estrategia, 
inversión y desarrollos alter-
nativos durante seis años.  

Según apunta Gálvez la 

previsión de la promotora es 
destinar entre 90 millones y 
110 millones de euros este año 
a la compra de suelo e incre-
mentar gradualmente el rit-
mo de inversión en los próxi-
mo cuatro años hasta situarse 
en torno a los 200 millones o 
220 millones de euros. En 
cuento al negocio operativo, a 
partir de 2027 las estimacio-
nes de la empresa pasan por 
entregar entre 2.000 y 2.500 
viviendas al año, frente a las 
900 que espera entregar este 
año.   

Gálvez puntualiza que se 
priorizará la entrada en sue-
los finalistas, “con riesgo con-
tenido y a precios razona-
bles”. “Nuestros accionistas 
tienen un perfil institucional 
que nos permite monitorizar 
el mercado y participar en 
operaciones con la conciencia 
de que su cumplimiento (el de 
los objetivos de inversión) no 
es obligatorio”, añade. 

En términos de facturación 
el pasado año AQ Acentor  

disparó sus ingresos un 57%, 
hasta los 345 millones de eu-
ros, pese a que redujo a la mi-
tad la cifra de entregas hasta 
las 718 viviendas. Esto se de-
be, sobre todo, al pago atrasa-
do de entregas de proyectos 
build to rent (promociones 
construidas para alquiler) 
realizadas en 2021, pero cuya 
facturación consolidó un año 
después. Para el ejercicio en 
curso la compañía espera en-
tregar unas 900 viviendas y 
facturar unos 360 millones de 
euros,  cifra que variará en 
función de la evolución de 
distintos proyectos. 

Trayectoria 
Con presencia en las áreas 
metropolitanas de Madrid, 
Barcelona, Valencia, Mála-
ga, Sevilla, Toledo y Murcia, 
AQ Acentor cuenta con una 
inversión acumulada de más 
de 2.600 millones de euros 
desde su fundación en 2014 
y una cartera compuesta por 
más de 6.300 viviendas de 
obra nueva, 100.000 metros 
cuadrados en espacios retail, 
1.000 camas en activos hote-
leros, 15.000 metros cuadra-
dos de oficinas y más de 
1.400.000 metros cuadrados 
de suelo logístico en desa-
rrollo.

ENTREVISTA A FRANCISCO SIERRA

Rebeca Arroyo. Madrid 
En un momento más restric-
tivo del ciclo inmobiliario, con 
una mayor contención de la 
demanda tras la subida de los 
tipos de interés, Casavo diver-
sifica su negocio para mante-
ner su crecimiento. 

Así lo explica Francisco 
Sierra, director general para 
el sur de Europa, en una en-
trevista con EXPANSIÓN. La 
plataforma digital especiali-
zada en la compraventa de vi-
viendas amplía su campo de 
acción e incorpora los servi-
cios de asesoramiento e inter-
mediación inmobiliaria. “In-
corporar estos servicios nos 
ha permitido crecer de forma 
más escalable en un año en el 
que el coste de la financiación 
ha aumentado, la demanda 
está más controlada y se redu-
cen las ventas a niveles de la 
media histórica”, apunta el di-
rectivo. 

Casavo nació como una 
proptech especializada en 
compraventa de viviendas, 
mediante un proceso por el 
cual en siete días adquiría un 
piso para, una vez reformado, 
ponerlo de nuevo a la venta. 
Este negocio lo explotan ac-
tualmente en España otras 
empresas como Clikalia y, a 
nivel global, grandes líderes 
del sector como Offerpad, 
Opendoor o RedfinNow. Ges-
tilar entró también reciente-
mente en este negocio. 

Nueva hoja de ruta 
Actualmente Casavo opera en 
España, Italia, Portugal y 
Francia, mercados en los que 
sigue reforzándose. “El obje-
tivo es mantener el iBuyer co-
mo negocio principal pero 
crecer con el proyecto de un 
marketplace que permite agi-
lizar el proceso de venta tam-
bién para terceros”. 

Sierra reconoce que se han 
reducido el volumen de com-
pras directas centrándose en 
las zonas “que mejor funcio-
nan y son más líquidas”. 
“Queremos reducir los plazos 
en los que el activo está con 
nosotros dado que el coste de 
financiación es más caro”, 
apunta. 

En 2022 Casavo llevó a ca-
bo un total de 700 transaccio-
nes en España y este año es-

pera cerrar unas 1.000 opera-
ciones. Del total de operacio-
nes en 2022 el 80% era  com-
praventa propia y un 20% co-
rrespondía a transacciones en 
las que actuaba como inter-
mediador. Este año prevé in-
vertir estos porcentajes. 

El cambio en la hoja de ruta 
llevó a Casavo a principios de 
2023 a reducir en un 30%  su 
plantilla con la salida de unos 
150 empleados. “El objetivo 
era evitar una nueva inyec-
ción de capital y llevar a la em-

presa a rentabilidad a partir 
del año que viene”. 

Sierra aclara que, si bien en 
un futuro no se descarta una 
nueva ronda de financiación, 
“ahora mismo” no se necesita 
y avanza que la empresa no se 
encuentra en una fase de le-
vantamiento de capital. “Es 
posible que se produzcan 
nuevas inversiones para cre-
cer y lanzar otros proyectos o 
aprovechar oportunidades de 
M&A como hemos hecho en 
Francia con Proprioo. El  
mercado se va a consolidar y 
estamos muy bien posiciona-
dos para crecer a través de ad-
quisiciones”, asevera. 

Consolidación 
En cuanto a la medida plan-
teada por Podemos de esta-
blecer un nuevo impuesto pa-
ra los que vendan su vivienda 
antes de haber transcurrido 
dos años de la compra,  Sierra 
recuerda que la empresa ya 
paga “muchos impuestos” 
por su actividad y puntualiza 
que la propuesta de Casavo 
pasa por mejorar el parque in-
mobiliario no por estrangular 
el mercado. “Somos una com-
pañía tecnológica que busca 
dar mejor servicio a los que 
quieren comprar una vivien-
da que esté lista para entrar a 
vivir. Hay muy poca oferta de 
pisos reformados que puedan 
hacer frente a los de obra nue-
va, cuyos precio a veces son 
prohibitivos”, asevera.

Francisco Sierra, director general de Casavo para el sur de Europa.

Fundada en 2017 en Milán 
por Giorgio Tinacci, los 
principales accionistas de 
la compañía son Exor NV, 
grupo neerlandés 
perteneciente a la familia 
Agnelli; 360 Capital; 
Project A Ventures; 
Greenoaks y Bonsai 
Partners. El pasado año 
Casavo captó 400 
millones de euros, 
incluyendo una ronda de 
capital serie D de 100 
millones  y una línea de 
financiación de hasta 300 
millones. La compañía 
cuenta con unos 350 
profesionales y presencia 
en once ciudades.

Principales 
accionistas  
de la compañía

La promotora de 
Aquila Capital prevé 
destinar hasta 110 
millones a la compra 
en suelos en 2023

Casavo planea ser 
rentable a partir de 2024 
y crecer con compras
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M. Valverde. Madrid  
Las empresas, las universida-
des, las fundaciones, los cen-
tros de formación profesional 
y toda la comunidad educati-
va del sector se han levantado 
contra el acuerdo que el Go-
bierno y los sindicatos han al-
canzado sobre el Estatuto de  
las personas en formación 
práctica no laboral en el ámbi-
to de la empresa, también co-
nocido como el estatuto del 
becario. La vicepresidenta se-
gunda y ministra de Trabajo, 
Yolanda Díaz, firma hoy el 
acuerdo con CCOO y UGT. Al 
final, las patronales CEOE y 
Cepyme decidieron no parti-
cipar, porque no están de 
acuerdo con el contenido del 
documento y con el momento 
elegido por el Gobierno para 
promover una norma en for-
ma de real decreto ley. Es de-
cir, antes de las elecciones ge-
nerales del 23 de julio y con 
Las Cortes disueltas. 

El origen de este profundo 
descontento tiene, básica-
mente, dos razones: el prime-
ro es que las restricciones y la 
burocracia que introducen el 
texto para intentar combatir 
el fraude en el empleo de estas 
personas maniata a las em-
presas, las universidades y los 
centros de formación. Y en se-
gundo lugar, el sector privado 
se queja de que el Gobierno 
no ha contado con ellos para 
elaborar la norma. 

“Por supuesto que todos 
queremos luchar contra el 
fraude [en las prácticas], pero 
no se combate estableciendo 
un marco restrictivo, sino con 
una regulación clara y precisa. 
Y además consultando a la co-
munidad educativa. No tiene 
nada que ver la formación de 
prácticas académica con la 
que no tiene carácter laboral 
[que es el título de la norma 
pactada entre el Gobierno y 
los sindicatos]”, dice Carmen 
Palomino, portavoz de la red 
de fundaciones Universidad-
Empresa. La formación prác-
tica no laboral la puso en mar-
cha, en 2008, el Gobierno de 
José Luis Rodríguez Zapate-
ro para facilitar la inserción 
en las empresas de los jóvenes 
sin ningún tipo de formación 
y de los licenciados sin expe-
riencia laboral. 

El estatuto del becario regu-
la distintos tipos de forma-

Empresas, universidades y centros de 
formación, contra el ‘becariazo’ de Díaz
TRABAJO FIRMA HOY CON LOS SINDICATOS EL ESTATUTO DEL BECARIO/ Las empresas y la comunidad universitaria y de formación 
profesional se oponen al acuerdo entre el Gobierno y los sindicatos porque los ignora y no responde a sus objetivos. 

to”. La patronal se refiere a la 
reciente ley del sistema uni-
versitario del 22 de marzo de 
este año y también al Real 
Decreto ley 8/2022, de 5 de 
abril, de contratación laboral 
del Sistema Español de Cien-
cia, Tecnología e Innovación.  

La burocracia y el creci-
miento de los costes es lo que 
temen las universidades y los 
propios ministerios con la 
obligación de dar de alta en la 
Seguridad Social a todos los  
jóvenes que hagan prácticas. 
La reforma de las pensiones 
que aprobó el Consejo de Mi-
nistros del pasado 16 de mar-
zo instauró que, a partir del 1 
de octubre, todas las empre-
sas, universidades y adminis-
traciones y centros de forma-
ción tendrán la obligación de 
cotizar por estos empleados 
jóvenes. Bien es verdad que 
hay una bonificación del 95%.  

Así es que los ministerios 
están comunicando a los cen-
tros de formación y a las uni-
versidades que no pueden in-
corporar personal porque no 
tienen presupuesto para ello. 
Y las universidades, porque no 
tienen la capacidad adminis-
trativa para llegar a tiempo a la 
incorporación de estos jóve-
nes. Y, además, porque el nue-
vo estatuto obliga a todos los 
centros a compensar los gas-
tos que tengan los trabajado-
res en formación. Por ejem-
plo, gastos de viajes, de ali-
mentación o transporte. Dice 
la Conferencia de Rectores de 
las Universidades Españolas 
que “se opone radicalmente al 
establecimiento de una com-
pensación obligatoria por los 
gastos en que pueda incurrir el 
estudiante en prácticas”. 

 Para la CRUE, “es una pre-
visión inédita” y asegura  que 
su consecuencia inmediata es 
que disminuya de manera 
“dramática el número de em-
presas y, sobre todo, de enti-
dades públicas dispuestas a 
acoger estudiantes para hacer 
en prácticas”.

Los ministerios  
y universidades 
protestan por la 
subida de gasto  
y de la burocracia

ción: la formación práctica 
con tutoría en empresas y or-
ganismo vinculada a la forma-
ción profesional o las ense-
ñanzas artísticas  o deportivas 
del sistema educativo; y tam-
bién las prácticas no laborales 
vinculadas al sistema nacio-
nal de empleo. Además, en la 
norma se regulan las prácti-
cas curriculares, así como las 
extracurriculares. Estas últi-
mas son las que no forman 
parte del correspondiente 
plan de estudios, descrito en 
la carrera, pero se relacionan 
con los mismos, para poder 
aplicar en la empresa o el cen-

tro administrativo la forma-
ción teórica adquirida. 

En este punto, por iniciati-
va de los sindicatos, la norma 
introduce  limitaciones de ho-
rarios de prácticas laborales 
en la empresa y en los centros 
que colaboren, incluyendo la 
administración, que el traba-
jador no puede superar. 

Como tantas cosas en la 
norma, el Gobierno y los sin-
dicatos tratan de que la em-
presa no utilice a estas perso-
nas para desarrollar una jor-
nada laboral normal, como si 
fuera un trabajador de planti-
lla, pero con un salario más 

bajo. Así es que, por ejemplo, 
las prácticas extracurricula-
res no pueden superar las 480 
horas por curso y sólo en una  
especialidad. Hasta ahora 
eran 900 horas. Esto vale para 
los estudios oficiales de grado, 
maestrías universitarias o, en 
su caso, doctorados. 

Para el mismo tipo de estu-
dios, pero para las prácticas 
incluidas dentro del plan ofi-
cial del centro [curriculares] 
la función laboral no puede 
superar el 25% de las horas en 
las que se concreten los crédi-
tos necesarios para la titula-
ción. 

Por todas estas razones, 
CEOE sostiene que la futura 
norma “limita tanto el núme-
ro de horas y la burocracia 
que perjudicará la formación 
práctica del alumnado. Algo 
imprescindible para garanti-
zar su empleabilidad y para 
tender puentes entre la for-
mación teórica y el mundo 
del trabajo”. “Además –sos-
tiene CEOE– hay discrepan-
cias entre la regulación de es-
ta norma y la normativa uni-
versitaria recientemente 
aprobada con lo que el riesgo 
de incurrir sanciones por fal-
ta de seguridad jurídica es al-

El Estatuto de las personas 
en formación práctica no 
laboral en la empresa regula 
sanciones, por ser  
una infracción muy grave  
en el orden social y laboral, 
de hasta 225.000 euros.  
Por ejemplo, cuando el 
centro de trabajo cometa 
una discriminación con el 
trabajador que transgreda 
derechos fundamentales 
reconocidos en la 
Constitución. O también por 
el uso de una lengua 
reconocida dentro de 

España, como el español y 
todas las cooficiales. Y 
también cuando la empresa 
discrime al trabajador 
porque este ha hecho una 
reclamación interna o ante 
la administración y los 
tribunales. La infracción 
muy grave tendrá una 
sanción, en función de su 
nivel, que puede ir desde los 
7.500 a los 225.000 euros. 
Si la empresa o el centro de 
trabajo cometen una 
infracción grave la multa 
puede ir desde 751 a 7.500 

euros. Y, si es leve, y en 
función de su nivel, desde 70 
a 750 euros. Las prácticas 
no podrán exceder de tres 
meses, salvo que el convenio 
establezca otra cosa. Los 
trabajadores en formación 
tienen derecho a la 
remuneración o asignación 
económica que se 
establezca en su caso, a la 
cotización a la Seguridad 
Social y la compensación de 
gastos por alimentación, 
transporte, viajes o cualquier 
otro tipo que tengan que 

hacer en su trabajo. También 
tienen derecho a la 
utilización de las mismas 
instalaciones de la empresa 
que el resto de la plantilla. La 
formación práctica debe 
respetar los descansos y las 
vacaciones. Las patronales 
de la enseñanza privada 
calculan que el estatuto del 
becario pone en riesgo la 
oferta formativa para 
1.150.000 estudiantes, esto 
es, 650.000 de la 
Universidad y 500.000 de la 
Formación Profesional.

225.000 euros de multa por infracciones muy graves

El estatuto básico del becario obliga a las empresas a que los empleados en formación tengan un tutor.
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